ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN  66001 22 04 003 2016 00036 00

ACCIONANTE: HÉCTOR MANUEL GIRALDO TOBÓN
ACCIONADA: J3EPMS DE MANIZALEZ Y OTROS 
ASUNTO: HECHO SUPERADO

HECHO SUPERADO/ Satisfacción de la pretensión principal de la tutela hace inocuo cualquier pronunciamiento de fondo

“(…) revisados los elementos materiales probatorios que obran dentro de la foliatura y específicamente de los aportados por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas, Cundinamarca, se aprecia que encontrándose en trámite la demanda de amparo, ese despacho (…) resolvió remitir las diligencias correspondientes al proceso del señor Giraldo Tobón a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira, Risaralda, toda vez que el actor se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario “La 40” de esta municipalidad (…)”

“Significa lo anterior, que no es necesario pronunciarse de fondo con respecto a lo pedido por la abogada del accionante, ya que el motivo que la llevó a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocado.”

Citas: Corte Constitucional, Sentencias T-727 de 2010 y T-267 de 2015.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, primero (1º) de marzo de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.163
Hora: 1:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, defensora del señor Héctor Manuel Giraldo Tobón en contra del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas y Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

· La abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, defensora del señor Héctor Manuel Giraldo Tobón, informó que su prohijado fue condenado a 50 días (sic) por los delitos de violencia intrafamiliar y lesiones personales, procesos que fueron acumulados por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales.

· En el mes de octubre de 2015 el procesado fue trasladado del centro carcelario de Manizales, Caldas, al de Pereira, Risaralda.

· El 22 de octubre de 2015 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas, junto con el Centro de Servicios Administrativos de los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de esa ciudad, remitieron el expediente del señor Giraldo al municipio de Guaduas, Cundinamarca, situación que ha imposibilitado tramitar algún beneficio administrativo o judicial ya que el juez competente para conocer dicho proceso es el del lugar donde se encuentra detenido su defendido, o sea un Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

· La apoderada del accionante consideró vulnerado el derecho fundamental al debido proceso de su mandante y por lo tanto, solicitó que se ordene al Juez 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas, y al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas  o a quien corresponda, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, realicen las gestiones administrativas necesarias para que el expediente de su representado sea enviado a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

· Al escrito de tutela anexó copia del poder otorgado por el señor Héctor Manuel Giraldo Tobón y del formato que detalla su situación jurídica. (Fls. 4 y 5)

3. ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante auto del 17 de febrero de 2016 el Despacho se avocó el conocimiento de la presente acción y corrió traslado de la misma a los despachos accionados  y ordenó vincular al Centro de Servicios Administrativos de Guaduas, Cundinamarca (folios 8-10).

4. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
4.1. CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS DE LOS JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE MANIZALES
Su Secretario puso de presente que se comunicó con el Centro de Servicios Administrativos de Guaduas, Cundinamarca, en donde le informaron que allí reposan las diligencias adelantadas en contra del señor Héctor Manuel Giraldo Tobón por el delito de inasistencia alimentaria y que el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad es el que vigila la pena impuesta al mismo.

Por lo anterior, adjuntó los siguientes documentos: i) informe suscrito por la escribiente de esa dependencia en el consta que el 22 de febrero de 2016 se comunicó con “Yakeline” funcionaria del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas, Cundinamarca, quien corroboró que el expediente del señor Giraldo Tobón se encuentra en ese despacho y que si lo requerían, debían solicitarlo por escrito (folio 21); ii) oficio No.602-EMPSC-ANS-ANJUR-1728 del 9 de octubre de 2015 por medio del cual el Director del establecimiento carcelario de Anserma, Caldas, le informa al Juez 1º de Descongestión de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas, que el señor Giraldo Tobón fue trasladado a la cárcel La Esperanza de Guaduas, Cundinamarca (folio 21, vuelto); auto del 20 de octubre de 2015 por medio del cual el Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas, dispuso la remisión del expediente del señor Giraldo Tobón a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad – reparto- de Guaduas, Cundinamarca, por competencia (folio 22); iii) oficio No.12413 del 22 de octubre de 2015 del Centro de Servicios Administrativos de los JEPMS de Manizales, Caldas, dirigido al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad – reparto- de Guaduas, Cundinamarca, por medio del cual se remite el expediente del señor Héctor Manuel Giraldo (folio 22, vuelto); v) oficio No.12414 del 22 de octubre de 2015 del Centro de Servicios Administrativos de los JEPMS de Manizales, Caldas, dirigido al señor Héctor Manuel Giraldo,  en calidad de interno en el establecimiento carcelario de Guaduas, Cundinamarca, informándole que su proceso había sido enviado al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad – reparto- de Guaduas, Cundinamarca, por competencia (folio 23).

4.2. DIRECCIÓN DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD DE ANSERMA, CALDAS

Al correo electrónico de la Secretaría del Tribunal se allegó una copia del oficio No.602-EPMSCANS-DIRE-AJUR-0332 del 23 de febrero de 2016 suscrito por el Director del EPMSC de Anserma, Caldas, dirigido a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad – reparto- de Guaduas, Caldas, mediante el cual  solicitó que se enviara de manera prioritaria el proceso perteneciente al interno Héctor Manuel Giraldo Tobón a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda.

Lo anterior, en razón a que por error se  había informado al Juez de Ejecución de Manizales que el interno Giraldo Tobón había sido trasladado al establecimiento de Guaduas, Cundinamarca.  (Folio 24)

4.3. JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y  MEDIDAS DE SEGURIDAD DE MANIZALES, CALDAS 

Su titular contestó a la demanda que se recibió información del Director del EPMSC de Anserma, Caldas, del 9 de octubre de 2015 en el sentido de que el interno Héctor Manuel Giraldo Tobón había sido trasladado a centro carcelario La Esperanza de Guadas, Cundinamarca, por lo cual el 20 de octubre de 2015 se enviaron las diligencias del señor Giraldo Tobón a este último municipio. 

Por lo anterior, ordenó que se vinculara al EPMSC de Anserma, Caldas, con el fin de informe oficialmente la ubicación del accionante (Fls. 25 y 26)

Adjuntó copia del oficio del EPMSC de Anserma, Caldas, donde se avisa del traslado del interno Giraldo Tobón a Guaduas, Cundinamarca, y del auto que ordena la remisión por competencia del expediente del accionante a Guaduas, Cundinamarca (Fls. 27 y 28)
4.4. JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE GUADUAS, CUNDINAMARCA
La Oficial Mayor del Despacho informó que el 23 de febrero se recibió solicitud por parte del Director del EPMSC de Anserma, Caldas, en el sentido de que se remitiera el proceso del señor Héctor Manuel Giraldo Tobón hacia los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, por competencia, ya que por error se señalado que el accionante había sido remitido a la cárcel de Guaduas, Cundinamarca, cuando en realidad éste fue trasladado al establecimiento La 40 de Pereira, Risaralda.
Por lo anterior, mediante el oficio No.0383 del 23 de febrero de 2016 se enviaron las diligencias del señor Giraldo Tobón a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda.

Consideró que no se vulneraron los derechos fundamentales del accionante y en tal sentido, se debe negar el amparo reclamado. (Fls. 29 y 30)
Adjuntó copia del oficio No.0383 del 23 de febrero de 2016 enviado a los JEPMS de Pereira, Risaralda, del auto que ordena remitir el expediente del accionante a los JEPMS de Pereira, Risaralda, por solicitud del Director de la cárcel de Anserma, Caldas, y del oficio No.602-EPMSCANS-DIRE-AJUR-0332 del 23 de febrero de 2016 (folios 31-33). 
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

5.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
5.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandados vulneraron los derechos fundamentales invocados por la abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

5.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.5. De acuerdo al derecho fundamental al debido proceso, invocado por la defensora del señor Giraldo Tobón, la Corte Constitucional ha reiterado en sus providencias lo siguiente
:
“El debido proceso es un derecho fundamental[7], aplicable a actuaciones judiciales y administrativas, que se ha definido como “una serie de garantías que tienen por fin sujetar las actuaciones de las autoridades judiciales y administrativas a reglas específicas de orden sustantivo y procedimental, con el fin de proteger los derechos e intereses de las personas en ellas involucrados”[8]. En este sentido, la Corte Constitucional ha señalado:
 
“El respeto al derecho fundamental al debido proceso, le impone a quien asume la dirección de la actuación judicial o administrativa, la obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento previamente establecido en la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar las garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o a la imposición de una sanción"[9]
 
Este derecho tiene por finalidad fundamental: “la defensa y preservación del valor material de la justicia, a través del logro de los fines esenciales del Estado, como la preservación de la convivencia social y la protección de todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas (preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P)”[10].
 
Por lo anterior, la importancia del debido proceso está ligada a la búsqueda del orden justo, por lo cual deben respetarse los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo[11]. En este sentido, esta Corporación ha señalado:
 
“El debido proceso compendia la garantía de que todos los demás derechos reconocidos en la Carta serán rigurosamente respetados por el juez al resolver asuntos sometidos a su competencia, como única forma de asegurar la materialización de la justicia, meta última y razón de ser del ordenamiento positivo”[12].
 
Las garantías que integran el debido proceso, y entre ellas el derecho de defensa, son de estricto cumplimiento en todo tipo de actuaciones, ya sean judiciales o administrativas, pues constituyen un presupuesto para la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico. Ello es así por cuanto la concepción del proceso como un mecanismo para la realización de la justicia, impide que algún ámbito del ordenamiento jurídico se sustraiga a su efecto vinculante pues la conciencia jurídica de hoy le repugna la sola idea de alcanzar la justicia pervirtiendo el camino que conduce a ella[13].”
5.6.  DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1. De conformidad con la presunta irregularidad señalada por la abogada del señor Héctor Manuel Giraldo Tobón, constitutiva de causal de procedibilidad, habría consistido en que el expediente por medio del cual fue condenado el accionante no había sido remitido por competencia a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, donde se encuentra actualmente recluido. 

5.6.2. Sin embargo, revisados los elementos materiales probatorios que obran dentro de la foliatura y específicamente de los aportados por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas, Cundinamarca, se aprecia que encontrándose en trámite la demanda de amparo, ese despacho que fue vinculado a la presente actuación, mediante oficio del 23 de febrero de 2016 resolvió remitir las diligencias correspondientes al proceso del señor Giraldo Tobón a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira, Risaralda, toda vez que el actor se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario “La 40” de esta municipalidad, para cual libró el oficio No.0383 del 23 de febrero de 2016 (Fls. 31 y 32).

5.6.3.  En tal virtud, esta instancia en sede de tutela no está llamada a emitir pronunciamiento alguno ante la carencia actual de objeto, y por ende, no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por el actor, con fundamento lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: 

“Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”

5.6.4. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-727 de 2010 reiteró lo siguiente:  

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

 “Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.
De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” (Subrayas nuestras)
Significa lo anterior, que no es necesario pronunciarse de fondo con respecto a lo pedido por la abogada del accionante, ya que el motivo que la llevó a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela presentada por la abogada del señor Héctor Manuel Giraldo Tobón, atendiendo el hecho que su proceso penal fue remitido a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, para que se efectúe la vigilancia de la pena impuesta al actor. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T-267 de 2015
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